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CERTIORARI 
procedente del 

Tribunal de 
Primera Instancia, 

Sala Superior de 
San Juan 

 
Criminal número:  

K BD2009G1092 y 
otros 

 

Sobre: 
Art. 199 del CP 

 

 

Panel integrado por su presidente, el juez Piñero González, y 
las juezas Birriel Cardona y Surén Fuentes. 

 

Birriel Cardona, Jueza Ponente 
 

R E S O L U C I Ó N  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2016. 

Comparece ante nos Christian Roldán Mahones (el 

peticionario) y nos solicita la revisión de la resolución 

emitida el 17 de febrero de 2016 por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de San Juan (TPI), la cual fue notificada a 

las partes el 18 de febrero de 2016. Mediante la misma, el 

foro primario declaró no ha lugar la Moción por Derecho 

Propio presentada por éste solicitando la modificación de su 

sentencia conforme al principio de favorabilidad. 

Aquilatado el expediente en su totalidad, se desestima 

por falta de jurisdicción por tardío. 

I. 

 Es norma reiterada de este Tribunal que la falta de 

jurisdicción sobre la materia no es susceptible de ser 

subsanada. S.L.C. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 D.P.R. 
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873 (2007); Souffront Cordero v. A.A.A., 164 D.P.R. 663 

(2005); Vázquez v. A.R.P.E., 128 D.P.R. 513 (1991); López 

Rivera v. Autoridad Fuentes Fluviales, 89 D.P.R. 414 (1963).   

La jurisdicción no se presume. La parte tiene que 

invocarla y acreditarla toda vez que previo a considerar los 

méritos de un recurso, el tribunal tiene que determinar si 

tiene facultad para entender en el mismo. Soc. de 

Gananciales v. A.F.F., 108 D.P.R. 644 (1979). Lo anterior 

tiene el propósito de colocar al tribunal apelativo en 

condición de examinar su propia jurisdicción, lo cual es su 

obligación. Ghigliotti v. A.S.A., 149 D.P.R. 902 (2000); 

Vázquez v. A.R.P.E., supra.   

Además, los tribunales tenemos siempre la obligación 

de ser guardianes de nuestra propia jurisdicción, pues sin 

jurisdicción no estamos autorizados a entrar a resolver los 

méritos del recurso. Carattini v. Collazo Syst. Analysis, Inc., 

158 D.P.R. 345 (2003); Ponce Fed. Bank v. Chubb Life Ins. 

Co., 155 D.P.R. 309 (2001). Véase, además, Padró v. Vidal, 

153 D.P.R. 357 (2001); Vázquez v. A.R.P.E., supra; 

Gobernador v. Alcalde Juncos, 121 D.P.R. 522 (1988).   

Un recurso prematuro al igual que uno tardío 

sencillamente adolece del grave e insubsanable defecto de 

madurez para revisar. Como tal, la presentación carece de 

eficacia y no produce ningún efecto jurídico, pues en el 

momento de su presentación no ha habido justificación para 

el ejercicio de la autoridad judicial para acogerlo. Véase. 

Szendrey v. F. Castillo, supra; Juliá et al. v. Epifanio Vidal, 
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S.E., 153 D.P.R. 357 (2001); Rodríguez v. Zegarra, 150 

D.P.R. 644 (2000). 

La Regla 32 (D) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones (el Reglamento), 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, 

dispone que el recurso de certiorari para revisar las 

resoluciones u órdenes dictadas por el Tribunal de 

Primera Instancia se presentará dentro del término de 

cumplimiento estricto de treinta (30) días contados desde 

el archivo en autos de una copia de la notificación de la 

resolución u orden.  (Énfasis nuestro). 

Por último, la Regla 83(B) y (C) del Reglamento, 

4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, le confiere autoridad al Tribunal para 

desestimar un recurso por cualquiera de las siguientes 

circunstancias: 

Regla 83 – Desistimiento y desestimación 

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier 
momento la desestimación de un recurso por los 

motivos siguientes: 
 

(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 
jurisdicción; 

(2) que el recurso fue presentado fuera del 

término de cumplimiento estricto dispuesto 
por ley sin que exista justa causa para ello. 

(3) que no se ha presentado o proseguido con 
diligencia o de buena fe; 

(4) que el recurso es frívolo y surge claramente 
que no se ha presentado una controversia 

sustancial o que ha sido interpuesto para 
demorar los procedimientos; 

(5) que el recurso se ha convertido en 
académico. 

 
(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa 

propia, podrá desestimar un recurso de 
apelación o denegar un auto discrecional por 

cualesquiera de los motivos consignados en el 

inciso (B) precedente. (Énfasis nuestro). 
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II. 

Por hechos ocurridos el 6 de agosto de 2009, el 

Ministerio Público presentó una acusación contra el 

peticionario por infracción al Artículo 189 (Robo) del Código 

Penal del 2004. Posteriormente, el 18 de diciembre de    

2009, el peticionario presentó una Moción sobre Alegación  

Pre-Acordada y su Alegación de Culpabilidad. El 16 de abril de 

2010 el foro primario sentenció al peticionario a una pena de 

siete (7) años por la infracción al Artículo 198 del Código 

Penal, tres (3) años por la infracción al Artículo 168 del Código 

Penal, un (1) año por cada violación al Artículo 5.04 de la Ley 

de Armas (dos violaciones), todos a cumplirse consecutivos 

entre si y consecutivos con cualquier otra pena que esté 

cumpliendo para un total de doce (12) años. En el ejercicio de 

su discreción, el TPI le concedió al peticionario el beneficio de 

una probatoria regular sujeta a recibir ayuda para su adicción 

a drogas. Por lo que, ordenó su ingreso a Hogar CREA para 

recibir tratamiento interno hasta ser certificado para estar en 

la libre comunidad. 

El 12 de febrero de 2013, el foro original emitió una 

resolución revocando la sentencia suspendida por violación 

a las condiciones y ordenando al peticionario a cumplir con 

la sentencia impuesta el 16 de abril de 2010. Así las cosas, 

el 26 de mayo de 2015, el peticionario presentó su Moción 

al Amparo de la Regla 192.1 para Anular ó Corregir 

Sentencia alegando que su alegación pre acordada había 

sido producto de un mal asesoramiento de su 

representación legal. Evaluada la moción, el TPI emitió una 
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orden declarando la misma no ha lugar y refiriendo al 

peticionario a la minuta de 18 de diciembre de 2009 la cual 

establecía que “el convicto fue apercibido y orientado en 

cuanto a su determinación de hacer alegación, en virtud de 

un acuerdo”. Inconforme, el 26 de agosto de 2015, el 

peticionario presentó una moción sin título mediante la cual 

solicitaba la modificación de su sentencia a los efectos de 

que esta fuera cumplida de manera concurrente entre sí. El 

TPI declaró no ha lugar la misma por la sentencia ser 

producto de una alegación pre acordada. El 21 de enero de 

2016, el peticionario presentó un escrito titulado Moción por 

Derecho Propio al Honorable Tribunal solicitando que se 

enmendara la sentencia a tenor con el principio de 

favorabilidad. El 26 de enero de 2016 el TPI emitió una 

resolución declarando no ha lugar la moción planteando que 

el peticionario había sido acusado y sentenciado bajo las 

disposiciones del Código Penal de 2004, al este ser 

derogado, el Código Penal del 2012 estableció en su artículo 

303 una cláusula de reserva que impide que el Código Penal 

nuevo sea aplicado retroactivamente como ley penal más 

favorable. El 11 de febrero de 2016, el peticionario presentó 

su Moción por Derecho Propio en virtud de la enmienda 

realizada al Código Penal a tenor con la Ley 246-2014, a 

saber, solicitando una reducción de 25% de su sentencia. 

Evaluada la moción, el 17 de febrero de 2016 el foro 

primario emitió una orden declarando no ha lugar la misma 

y reiterándose en lo dispuesto en la resolución dictada por 



 
 

 
KLCE201601091 
 

 

6 

dicho foro el 26 de enero de 2016. La referida orden fue 

notificada el 18 de febrero de 2016. 

 Inconforme con esta determinación, el 6 de junio de 

2016, el peticionario acude ante nos mediante recurso de 

certiorari. En su recurso, el peticionario no esbozó 

señalamiento de error alguno y se limitó a reiterarse en los 

argumentos presentados en sus mociones ante el TPI. 

Como podemos observar, la resolución recurrida fue 

emitida por el TPI el 17 de febrero de 2016 y debidamente 

notificada el 18 de febrero de 2016. El peticionario presenta 

su escrito de certiorari ante este foro el 6 de junio de 2016, 

tres (3) meses y medio después, claramente fuera del 

término de treinta (30) días que concede nuestro 

ordenamiento legal para presentar un recurso de certiorari. 

Conforme a la Regla 32(D) de nuestro Reglamento, el 

término para solicitar revisión venció el 21 de marzo de 

2016. Habiéndose presentado el recurso de epígrafe el 6 de 

junio de 2016, el mismo sufre del insubsanable defecto de 

falta de jurisdicción por ser tardío. 

III. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se desestima el 

recurso por falta de jurisdicción. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


